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Dictadura, represión y guerra en El Salvador

América Latina vivió, tras la Segunda Guerra 
Mundial, numerosas experiencias de dictaduras, 
violaciones de derechos humanos y crímenes 
contra la humanidad en el marco de la deno-
minada Doctrina de Seguridad Nacional.1 La 
mayor parte de los estados autoritarios que 
se implantaron en estas décadas fueron conse-
cuencia directa de esta teoría ideológica y mili-
tar. Alentados por la espiral anticomunista que 
caracterizó estos años de Guerra Fría, dichos 
estados expandieron el terror y practicaron 
el aniquilamiento sistemático del enemigo, no 
solo de los insurgentes armados sino en ge-
neral de todos aquellos civiles que, por una u 
otra causa –o sin ella–, fueron considerados 
contrarios al régimen. Así, estas dictaduras apa-
recieron o se consolidaron para obstaculizar el 
acceso al poder o desbancar de él a políticos 
considerados de izquierdas y para prevenir una 
hipotética revolución comunista. Precisamente, 
ese temor a la revolución o a una simple re-
forma provocaron que las clases dominantes 
centroamericanas encargasen el ejercicio del 
poder a sus fuerzas armadas, las únicas que po-
dían ejercer con eficiencia la fuerza para gober-
nar y mantener el statu quo existente.2

En El Salvador, la intervención de los militares 
en política es anterior y se remonta a 1931, año 

en el que el general Maximiliano Hernández 
llegó al poder tras un golpe de estado contra 
el presidente Arturo Araujo. Su mandato mar-
có el inicio de una serie de gobiernos militares 
que finalizaron a principios de la década de los 
ochenta. En 1979 un golpe de estado militar 
contra el general Carlos Romero instauró una 
Junta Revolucionaria de Gobierno. La elección 
de la Asamblea Constituyente auspiciada por la 
Junta se celebró en 1982, y poco después se 
aprobó la Constitución, en diciembre de 1983. 
Siguiendo con este proceso, las primeras elec-
ciones presidenciales realizadas bajo el nuevo 
marco jurídico se celebraron en 1984, en las 
que resultó vencedor el demócrata cristiano 
José Napoleón Duarte. Sin embargo, el país se 
vio inmerso a lo largo de toda la década de los 
ochenta en una cruenta guerra civil, con parti-
cipación activa de las Fuerzas rmadas, que no 
acabó hasta los Acuerdos de Paz de 1992.

El triunfo de la Revolución Cubana en 1959 
hizo que las aspiraciones revolucionarias de 
cambio en El Salvador se impregnaran del idea-
rio castrista, presente en la formación de las 
organizaciones guerrilleras y en el imaginario 
colectivo de una parte significativa de la socie-
dad, de los movimientos sociales y sindicales, 
de la Universidad e incluso de la Iglesia, que 
apoyaron al movimiento revolucionario.3 El 
conflicto armado se caracterizó por el uso de 
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un amplio aparato coercitivo por parte del Es-
tado, que combinó los ataques masivos contra 
la población civil con la represión selectiva, en 
una espiral de violencia que ocasionó miles de 
víctimas.

La guerra civil comenzó en 1980, en buena 
parte como respuesta de la población civil a 
los ataques que estaba sufriendo por las Fuer-
zas Armadas, y que se habían intensificado des-
de 1972. Desde esa fecha la represión se hizo 
masiva y utilizó nuevos instrumentos como las 
desapariciones y los asesinatos selectivos, nor-
malmente ejecutados por los denominados es-
cuadrones de la muerte, personal no uniforma-
do de las fuerzas de seguridad bajo la dirección 
de los servicios de inteligencia. Entre 1978 y 
1983 murieron a manos de agentes del Estado 
42.171 personas, del total de 50.000 asesina-
das por ambos bandos durante ese período. Al 
finalizar la guerra esta cifra ascendía a 75.000 
víctimas.4 El Frente Farabundo Martí para la Li-
beración Nacional (FMLN), que aglutinó a di-
versos grupos guerrilleros en 1980, capitalizó la 
oposición guerrillera hasta el final de la guerra 
en 1999. En esos años, las guerrillas trasladaron 
sus operaciones a las áreas rurales del norte, 
centro y este del país, donde gozaron del apo-
yo campesino. Así, el Frente pudo llevar la gue-
rra a diez de los catoce departamentos del país, 
impidiendo el establecimiento de autoridades 
locales en casi la mitad de las municipalidades y 
llegando a controlar cerca de un 25% del terri-
torio. En las zonas urbanas, sin embargo, al me-
nos hasta 1986, la estructura de las guerrillas 
fue muy poco significativa.5 

Los Acuerdos de Paz y la Comisión de la Verdad

En 1983 se creó el Grupo Contadora, inte-
grado por México, Venezuela, Colombia y Pa-
namá, que pretendió evitar la regionalización 
del conflicto en Centroamérica y favorecer el 
diálogo entre los gobiernos y los movimientos 

insurgentes locales. Años después, en 1986, los 
presidentes centroamericanos se citaron en 
Esquipulas (Guatemala) para alcanzar acuerdos 
que permitieran consolidar un proceso de paz 
y acabar con la guerra civil de Guatemala, El 
Salvador y Nicaragua. Un año después, con el 
Acuerdo de Esquipulas II, se trazó el procedi-
miento para conseguir lo que se llamó «paz fir-
me y duradera». Este acuerdo definió las medi-
das para promover la finalización de la guerra y 
la reconciliación nacional, estableciendo entre 
otros aspectos el fin de toda asistencia para 
las fuerzas militares irregulares y el inicio de 
negociaciones sobre el control de armas. Ade-
más, se propuso establecer las bases para la 
democratización de todos los territorios de la 
región, con la celebración de elecciones libres y 
la verificación de todos los procesos por orga-
nismos internacionales. Se acordó igualmente 
emitir decretos de amnistía e iniciar un diálogo 
con la oposición política no armada.6

En este contexto, en El Salvador se dio una 
salida negociada al conflicto, en parte como 
consecuencia de la condena internacional ante 
los actos de barbarie cometidos por las Fuer-
zas Armadas, en parte por el agotamiento de 
los contendientes y de la población civil de los 
territorios en guerra, y la propia incapacidad de 
las partes para vencer por las armas al contra-
rio y su voluntad de optar por otras vías.7 En 
las negociaciones siempre se tuvo presente la 
aplicación de los esquemas del a Justicia Transi-
cional, que tras el colapso de la Unión Soviética 
y los procesos de democratización en Europa 
del Este, África, Centroamérica y Sudamérica 
adoptó como función principal la reconstruc-
ción nacional en el marco de un discurso que 
enfatizaba las virtudes de la democracia y el 
Estado de derecho. De ahí que la discusión se 
centrara en la manera en que el nuevo gobier-
no democrático debía restaurar la paz nacional, 
someter a los culpables de crímenes durante 
los regímenes anteriores y avanzar en la cons-
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humanos. A tal fin, las Partes remiten la conside-
ración y resolución de este punto a la Comisión 
de la Verdad. Todo ello sin perjuicio del principio, 
que las Partes igualmente reconocen, de que he-
chos de esa naturaleza, independientemente del 
sector al que pertenecieren sus autores deben 
ser objeto de la actuación ejemplarizante de los 
tribunales de justicia, a fin de que se aplique a 
quienes resulten responsables las sanciones con-
templadas por la ley».

La Comisión de la Verdad redactó el informe 
denominado «De la Locura a la Esperanza. La 
guerra de los Doce Años en El Salvador», he-
cho público dos años después de la firma de 
los Acuerdos de Paz.13 Este informe contenía 
una lista de 13.569 casos de atentados graves 
de lesa humanidad, de los que seleccionó 32 
considerados como ejemplos de patrones de 
violencia perpetrados por integrantes de am-
bos bandos; a saber, las Fuerzas Armadas de El 
Salvador, los Escuadrones de la Muerte y la gue-
rrilla del FMLN. Entre estos casos se hallaban el 
asesinato del arzobispo de San Salvador, Óscar 
Arnulfo Romero, atribuido a la acción de los 
escuadrones de la muerte, la matanza de cam-
pesinos conocida como Masacre del Mozote y 
los asesinatos de Ignacio Ellacuría y otros cin-
co sacerdotes jesuitas cometidos en la UCA 
achacados a las Fuerzas Armadas, y además 
de las ejecuciones extrajudiciales de alcaldes 
y miembros del gobierno atribuidos a milicias 
de la guerrilla del FMLN. El informe señaló que 
las Fuerzas Armadas y los grupos paramilitares 
fueron responsables del 85% de los crímenes 
cometidos. Quedaron evidentemente sin inves-
tigar infinidad de casos que no se consideraron 
suficientemente documentados o simplemente 
no recibieron durante los meses de trabajo de 
la Comisión ninguna denuncia. Eso sí, la Comi-
sión consideró que los patrones de la violencia 
cometida durante la guerra por los diferentes 
actores quedaron suficientemente demostra-
dos e identificó claramente a más de cuarenta 
militares sobre los que se tenía la certeza fun-

trucción de una sociedad inclusiva y libre de 
violaciones de los Derechos Humanos.8 Este 
proceso, como ocurrió antes y después en 
otros países tanto latinoamericanos como de 
otros territorios,9 planteó cuestiones cruciales 
en términos de la tensión entre paz, verdad y 
justicia, sacando a la luz, entre otros, dilemas 
del tipo «paz versus verdad», «castigo versus 
impunidad» u «olvido versus memoria».10 Así, 
aunque tanto interna como externamente se 
enfatizó en la necesidad de buscar la verdad y 
perseguir los actos contra los derechos huma-
nos cometidos durante el conflicto,11 lo cierto 
es que la actuación contra la impunidad se que-
dó sobre el papel, sin que hubiese intención po-
lítica real de desplegar en las condiciones ade-
cuadas los acuerdos habidos sobre el particular.

Finalmente, el 16 de enero de 1992 se firma-
ron los Acuerdos de Paz de Chapultepec, que 
se centraron en cinco grandes áreas: modifi-
cación de las Fuerzas Armadas, creación de la 
Policía Nacional Civil, reformas en el sistema 
judicial, modificación del sistema electoral para 
el aseguramiento de la igualdad y de la trans-
parencia, y adopción de medidas en el campo 
económico y social. La decisión de crear la Co-
misión de la Verdad se adoptó por las partes 
incluso antes, en los Acuerdos de México de 
abril de 1991, que además definieron las fun-
ciones y facultades de esta. La autoridad de la 
Comisión quedó en cualquier caso ampliada en 
los Acuerdos de Chapultepec. En el punto 5 del 
capítulo I dedicado a las Fuerzas Armadas se 
hablaba de la necesidad de vencer las situacio-
nes de impunidad y de la creación de una Co-
misión de la Verdad, institución que garantizaría 
el conocimiento de los graves delitos contra 
los derechos humanos cometidos durante la 
guerra civil:12

Se reconoce la necesidad de esclarecer y superar 
todo señalamiento de impunidad de oficiales de 
la Fuerza Armada, especialmente en casos don-
de esté comprometido el respeto a los derechos 
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dada de ser autores de graves violaciones de 
los derechos humanos.14

Además de realizar las investigaciones, a la 
Comisión de la Verdad se le confirió la facul-
tad de emitir recomendaciones que debían ser 
acatadas por las partes. Recomendaciones vin-
culantes entre las que destacaron, de cara a la 
reconciliación nacional, la necesidad de perse-
verar en la investigación judicial de los crímenes 
cometidos y la sanción a sus responsables, lo 
que evidentemente pasaba por la reforma y de-
puración de los órganos de justicia existentes, 
además de la reparación debida a las víctimas y 
sus familiares. Quedaba pues en manos de las 
nuevas instituciones salvadoreñas completar el 
conocimiento de la verdad y ejecutar las re-
comendaciones emitidas por la Comisión. Sin 
embargo, las actuaciones llevadas a cabo fue-
ron por caminos diametralmente opuestos.15 
Las fortalezas mostradas en un principio por 
la Comisión de la Verdad se vieron menguadas 
en la práctica por el poco consenso que había 
respecto a su creación, el relativo poder de los 
militares en el periodo posterior a la firma de 
los acuerdos, la incapacidad de sus comisiona-
dos para articularse con la sociedad civil y la 
percepción por parte de familiares y víctimas 
de que colaborar con este organismo consti-
tuía un alto riesgo para sus vidas.16 

Amnistía e impunidad

La Comisión de la Verdad creada en El Sal-
vador realizó una inestimable labor de investi-
gación y recopilación de atentados contra los 
derechos humanos que permitieron compren-
der la naturaleza de los crímenes y estimar la 
proporción de las masacres cometidas.17 Sin 
embargo, la verdad no siempre es sinónimo 
de justicia. La Comisión sí que llegó a concre-
tar culpabilidades en casi medio centenar de 
casos, pero aun contando con el carácter vin-
culante de su contenido, las responsabilidades 

quedaron limitadas por las amnistías políticas 
dictadas tras la paz.18 Siempre con el pretexto 
de conseguir la estabilidad social y política ne-
cesaria para la normalización democrática del 
país, la justicia no se ha aplicado o se ha hecho 
de manera manifiestamente insuficiente y se ha 
impuesto sistemáticamente la amnistía total o 
parcial de los responsables. Por ello, lo cierto 
es que conforme el conflicto quedó atrás y con 
el único objetivo de escapar a la justicia, se fue-
ron dictando normas legales que ampararon 
al culpable, fuese del bando que fuese. Es tan 
justo reconocer aquí que estas medidas fue-
ron elaboradas y aprobadas por la organización 
política heredera de la dictadura, ARENA, que 
detentó el poder hasta 2009, como que la vo-
luntad de anularlas fue escasa entre los miem-
bros del partido político que surgió del movi-
miento guerrillero, el Frente Farabundo Martí 
para la Liberación Nacional (FMLN),19 que go-
bernó entre 2009 y 2019. Es así como, con la 
actuación y complicidad de distintos agentes, 
la democracia trajo consigo la impunidad y la 
injusticia.20

Efectivamente, siguiendo las directrices de 
los Acuerdos de Chapultepec, el 23 de enero 
de 1992 se aprobó la Ley de Reconciliación 
Nacional. Dicha Ley concedió ya una primera 
amnistía a los autores de delitos políticos y de 
«delitos comunes cometidos por un número 
de personas que no baje de veinte», antes del 
1 de enero de 1992.21 Sin embargo, señaló una 
exclusión que garantizaba la condena de aque-
llos responsables de graves delitos de violación 
de los derechos humanos durante la guerra ci-
vil:22

No gozarán de esta gracia las personas que, según 
el informe de la Comisión de la Verdad, hubieren 
participado en graves hechos de violencia ocu-
rridos desde el 1º de enero de 1980, cuya huella 
sobre la sociedad, reclama con mayor urgencia 
el conocimiento público de la verdad, indepen-
dientemente del sector a que pertenecieren en 
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su caso. Asimismo, no se aplicará esta gracia a los 
que hubieren sido condenados por el Tribunal del 
Jurado por cualquiera de los delitos cubiertos 
por esta amnistía.

Pero el 20 de marzo de 1993, cinco días des-
pués de hacerse público el informe elaborado 
por la Comisión de la Verdad y como rechazo 
a su contenido, fue aprobada por la Asamblea 
Legislativa la Ley de Amnistía General para la Con-
solidación de la Paz,23 que concedió una amnis-
tía amplia, absoluta e incondicional a todas las 
personas que hubieran participado en delitos 
políticos antes del 1 de enero de 1992. La ley 
fue impulsada por el presidente Alfredo Cris-
tiani gracias fundamentalmente a los votos fa-
vorables de su partido ARENA y reguló en este 
sentido lo siguiente:24

Se concede amnistía amplia, absoluta e incondi-
cional a favor de todas las personas que en cual-
quier forma hayan participado en la comisión de 
delitos políticos, comunes conexos con estos y 
en delitos comunes cometidos por un número de 
personas que no baje de veinte antes del primero 
de enero de mil novecientos noventa y dos, ya 
sea que contra dichas personas se hubiere dicta-
do sentencia, se haya iniciado o no procedimien-
to por los mismos delitos, concediéndose esta 
gracia a todas las personas que hayan participado 
como autores inmediatos, mediatos o cómplices 
en los hechos delictivos antes referidos. La gracia 
de la amnistía se extiende a las personas a las que 
se refiere el artículo 6 de la Ley de Reconciliación 
Nacional...

A la aprobación de la ley de amnistía hay 
que sumar los escasos pasos dados para em-
prender una verdadera reforma del sistema 
judicial.25 Como ya hemos visto, los Acuerdos 
de Paz insistieron en esta reforma como ins-
trumento imprescindible para la consolidación 
democrática. Así, se procedió de manera casi 
inmediata a una reforma constitucional y del 
procedimiento penal, que sin duda confirieron 
una mayor independencia al poder judicial y en 

concreto a la Fiscalía General de la República. 
Pero como ya señaló Martínez Barahona, a pe-
sar de estas reformas, el sistema de administra-
ción de justicia en materia penal no ha logrado 
superar tradiciones autoritarias. En cualquier 
caso, la ausencia de voluntad política por parte 
de la Fiscalía se ha constatado como el princi-
pal factor generador de impunidad en El Salva-
dor. El estudio de los casos presentados ante 
la justicia penal reveló que la gran mayoría de 
las situaciones analizadas no superó las etapas 
procesales, cuyo objetivo era la recopilación de 
acervo probatorio para decidir si procedía o 
no pasar a fase plenaria.26

Aun así, dos fallos de la Sala de lo Consti-
tucional permitieron en un primer momento 
suponer que el panorama de impunidad exis-
tente cambiaría sustancialmente. Por un lado, 
el emitido en diciembre de 2010 sobre el de-
recho de las víctimas al acceso a la justicia. Este 
fallo cuestionó el monopolio de la acción penal 
por parte de la Fiscalía General y exhortó a 
la Asamblea Legislativa para que reformara el 
ordenamiento en materia procesal y penal con 
el fin de garantizar el derecho de las víctimas 
a ejercer la acción penal en caso de que la Fis-
calía, por omisión, negligencia y desinterés o 
por renuncia expresa en virtud del ejercicio 
del principio de oportunidad, no realizara el 
requerimiento fiscal.27 Por otra parte, la Sala 
de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia declaró inconstitucional la Ley de Am-
nistía General para la Consolidación de la Paz y 
reconoció la vigencia de la Ley de Reconcilia-
ción Nacional, por sentencia definitiva del 13 
de julio de 2016.28 

Esta última sentencia dictaminó de forma in-
equívoca que los crímenes de lesa humanidad 
son de carácter imprescriptible según el dere-
cho internacional, por lo que no pueden opo-
nerse medidas de orden interno que impidan 
la investigación, el esclarecimiento de la verdad 
y la aplicación de una justicia independiente. En 
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relación a las víctimas, la declaración de incons-
titucionalidad señaló además que se les debía 
garantizar «el restablecimiento o restitución 
de los derechos conculcados; el resarcimien-
to; la compensación de los daños ocasionados; 
la indemnización de daños y perjuicios; la re-
habilitación y readaptación de las víctimas; la 
satisfacción y reivindicación de las víctimas; las 
garantías de no repetición; y el conocimiento 
público de la verdad».

A pesar de que la ley se ajustó plenamente a 
derecho,29 las dudas sobre su aplicabilidad y las 
opiniones en contra no se hicieron esperar.30 El 
partido político en la oposición en ese momen-
to, ARENA, urgió al Gobierno y a la Asamblea 
Legislativa a crear una comisión de «alto nivel» 
sobre los efectos de la nulidad de la ley de am-
nistía. La zozobra no solo removió la conciencia 
de los herederos de la dictadura, sino entre los 
miembros del Frente. Por una parte, desde la 
misma publicación del informe de la Comisión 
de la Verdad, se generó un apoyo explícito en el 
seno del FMLN y de las distintas organizacio-
nes político-militares a favor de la amnistía. Por 
otra, los dirigentes de izquierda vieron confir-
mado que también ellos se podrían ver afecta-
dos por la justicia.31 De hecho, el FMLN pasó 
de solicitar la derogación de la Ley de Amnistía 
General para la Consolidación de la Paz en 2005 a 
considerar que la inconstitucionalidad de esta 
normativa era parte de un complot desesta-
bilizador en 2016. La razón de esta transfor-
mación puede atribuirse al hecho de que en-
tonces consideraran que solo se juzgarían los 
casos del informe de la Comisión de la Verdad 
–principalmente cometidos por el Gobierno– 
y en 2016 la Sala dictaminó que también po-
dría procesarse otros equivalentes.32 Por ello, 
surgieron voces cualificadas en el Frente que 
sin ambages mostraron su malestar ante una 
sentencia que podrán abrir una grave crisis en 
su seno. En este tenor se manifestó poco des-
pués de conocer la resolución judicial el mismo 

presidente electo, Salvador Sánchez Cerén, uno 
de los principales dirigentes del partido y de la 
organización revolucionaria que le precedió:33

Las resoluciones no se ubican ante los problemas 
nacionales, no ayudan [...] Como hemos señalado 
de manera reiterada, ante otras resoluciones de 
esta Sala, estas no se ubican ante los verdaderos 
y actuales problemas del país, y lejos de ayudar a 
resolver la problemática diaria de los salvadore-
ños, la agudiza [...] Estas sentencias ignoran, o no 
miden los efectos que pueden tener no solo en 
la frágil convivencia que existe en el interior de 
nuestra sociedad, sino que además, no contribu-
yen a fortalecer la institucionalidad existente.

De hecho, en los años posteriores se incum-
plió de manera sistemática uno de los prin-
cipales mandatos de la sentencia, que no era 
otro que la creación de una norma específica 
de justicia transicional. Hubo que esperar al 13 
de junio de 2018 para que la Asamblea acorda-
se formar una comisión ad hoc para estudiar 
las implicaciones de la sentencia de inconsti-
tucionalidad, cuyos trabajos fueron dilatorios 
y objeto de numerosas críticas por parte de 
asociaciones de víctimas nacionales y organi-
zaciones internacionales. Destacamos en este 
sentido las palabras del Relator Especial sobre 
la promoción de la verdad, la reparación y las 
garantías de no repetición de la ONU, Fabián 
Salvioli, contra el mandato, composición y mé-
todo de trabajo de la Comisión:34

I) su mandato [...] incluye la función de interpretar 
las implicaciones de la sentencia, lo cual no puede 
ni debe ser una prerrogativa del poder legislativo; 
II) su composición, ya que cuatro de sus miem-
bros presentan un conflicto de intereses, al haber 
sido protagonistas del conflicto armado y dos de 
ellos están mencionados en el Informe de la Co-
misión de la Verdad; y III) su método de trabajo, 
sin suficiente transparencia, y especialmente la 
falta de participación efectiva [...] de las víctimas 
y las organizaciones sociales, cuya voz debe ser 
privilegiada sobre la de los actores del conflicto.

HP39.indd   172 10/6/22   9:13



173

EXPEDIENTE

Historia del presente, 39 2022/1 2ª época, pp. 167-185 ISSN: 1579-813535

Impunidad y jurisdicción universal en postconflicto. El recurso a la justicia Española en la transición Salvadoreña

Es por ello que a comienzos de 2020 la 
Asamblea aprobó una ley de justicia transicio-
nal35 que contenía, según el tenor de los co-
lectivos de víctimas, disposiciones que de apli-
carse constituirían un nuevo obstáculo para 
la consecución de los principios básicos de 
verdad, justicia y reparación.36 Dicha ley seña-
laba que los responsables de crímenes contra 
los derechos humanos cometidos en la guerra 
podrían recibir reducciones o conmutaciones 
de penas a criterio de los jueces, se limitaban 
los casos que la Fiscalía podría investigar e im-
ponía un sistema de archivo de denuncias que 
iba en contra de los tratados internacionales. 
Siguiendo en parte estas consideraciones, el 

decreto fue vetado por el presidente Nayib 
Bukele, recién llegado al poder, al considerar 
que presentaba vicios de inconstitucionalidad. 
Así, el decreto fue devuelto a la Asamblea para 
que iniciara nuevamente el debate legislativo y 
estudiara los puntos en discordia.37 El futuro es 
incierto, pues la conducta del actual presidente 
se muestra errática y decisiones como la toma-
da en junio de 2021 de romper el acuerdo de 
creación de la Comisión Internacional Contra 
la Impunidad en El Salvador (CICIES), órgano 
dependiente de la Organización de Estados 
Americanos (OEA), dejan sombras de opaci-
dad en la gestión y son muestra de una escasa 
voluntad de colaboración internacional.38

CUADRO 1

TIPOLOGÍA DE LAS DENUNCIAS DE CASOS SOBRE CONFLICTO ARMADO PRESEN-

TADAS POR LAS VÍCTIMAS ANTE EL SISTEMA DE JUSTICIA SALVADOREÑO (2016-2019)

TIPOLOGÍA DEL CRIMEN N.º casos N.º víctimas civiles

Ejecuciones extrajudiciales   61

Desapariciones forzadas   85

Torturas   20

Violaciones sexuales    7

TOTAL 173 2.491

FUENTE: Elaboración propia a partir de los datos de la Fundación para 
el Debido Proceso (dplf.org)

CUADRO 2

DENUNCIAS DE CASOS SOBRE CONFLICTO ARMADO PRESENTADAS 

POR LAS VÍCTIMAS ANTE EL SISTEMA DE JUSTICIA SALVADOREÑO (2016-2019)

INSTITUCIÓN JUDICIAL N.º ca-

sos

N.º casos 

judicializa-

dos

Condenas

Fiscalía General de la República 153 46 0

Tribunales penales   8  0 0

Sala de lo Constitucional  12  0 0

TOTAL 173 46 0

FUENTE: Elaboración propia a partir de los datos de la Fundación para el Debido 
Proceso (dplf.org)
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En cualquier caso, lo que sí provocó la sen-
tencia de inconstitucionalidad fue la moviliza-
ción de las asociaciones de víctimas y organiza-
ciones de derechos humanos, que desde 2016 
han perseverado en acciones públicas e iniciati-
vas legales para obligar a Gobierno y Asamblea 
al cumplimiento de la ley, tal como recogen los 
cuadros 1 y 2.39 Se antojaba desde el princi-
pio, como así ha sido, que el camino que debían 
recorrer las víctimas o sus familiares en la de-
nuncia de los crímenes sería más que tortuoso 
y, de hecho, en los tres primeros años, los de 
mayor actividad, no hubo ninguna condena en 
firme. No cabe duda de que la no aplicación de 
la inconstitucionalidad ha agrandado la fractu-
ra abierta entre la sociedad salvadoreña y sus 
dirigentes y ha ahondado en la ya de por sí es-
casa valoración del impacto observado en los 
mecanismos utilizados sobre la reconciliación, 
la pacificación, la construcción democrática y 
el Estado de derecho por los diferentes gobier-
nos del país.40

La aplicación de la jurisdicción universal en el 
postconflicto salvadoreño

Esta inacción por parte del Estado salvado-
reño para perseguir los crímenes cometidos en 
su territorio ha tenido como efecto el conti-
nuo bloqueo en la lucha contra la impunidad. 
La aplicación del principio de Jurisdicción Uni-
versal surgió así como mecanismo alternativo, 
pues fue ideado para juzgar a todos aquellos 
individuos acusados de cometer delitos gra-
ves tipificados en el Derecho Internacional, al 
considerarse que estos crímenes constituyen 
una amenaza para la paz y la seguridad de los 
derechos humanos, estén o no incluidos en las 
legislaciones nacionales.  Para que los respon-
sables de estos delitos no queden impunes, 
se han establecido principios universalmente 
aceptados como la no prescripción del delito, 
la prohibición de amnistiar al autor, la amplia 
responsabilidad penal individual y la persecu-

ción obligatoria por parte de cualquier jurisdic-
ción estatal o internacional. En este sentido, la 
intervención del Derecho Penal Internacional 
puede realizarse desde tribunales internaciona-
les o desde tribunales nacionales en el ejercicio 
extraterritorial universal de sus competencias. 

Dos sentencias relativamente recientes, la 
de las Masacres de El Mozote y lugares ale-
daños (2017) y la del asesinato del sacerdote 
jesuita Ignacio Ellacuría (2020), señalan que la 
vía internacional, aun con muchas limitaciones, 
puede convertirse en el camino más directo 
para poner fin a la impunidad en El Salvador.

El caso de la Masacre de El Mozote y la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos (Corte IDH)

Hoy en día existen en todos los territorios 
con instituciones políticas supranacionales ór-
ganos encargados de velar por los Derechos 
Humanos de las personas individualmente 
consideradas. En el caso de la Organización de 
Estados Americanos, la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos creó dos órganos, 
la Comisión Interamericana de derechos 
humanos (CIDH) y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH). Sin embargo, 
estos instrumentos de defensa de los derechos 
humanos determinan la responsabilidad inter-
nacional estatal, no individual. De ahí que sus 
resoluciones pueden tener un efecto mediáti-
co e incluso ejemplarizante multiplicador, pero 
son poco efectivas desde el punto de vista san-
cionador. En el caso de El Salvador podemos 
apreciarlo en el proceso seguido para la causa 
de «las Masacres de El Mozote y sus aledaños 
vs. El Salvador».  

Con fecha de 30 de octubre de 1990 la Ofi-
cina de Tutela Legal del Arzobispado de San 
Salvador (OTLA) y el Centro por la Justicia y 
el Derecho Internacional (CEJIL) presentaron 
denuncia ante la Corte IDH sobre la respon-
sabilidad internacional del Estado salvadoreño 
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CUADRO 3

REGISTRO OFICIAL DE VÍCTIMAS DE GRAVES VIOLACIONES DE LOS DERECHOS HUMANOS DURANTE 

LA MASACRE DE EL MOZOTE 

VÍCTIMAS N.º casos Por rangos de edad Por sexo

Ejecutados  978 Menores de 12 años        477

13-18                               80

19-60                             337

+61                                  67

Sin determinar                   5

No nacidos                      12

Niños                          293

Niñas                          248

Hombres                     220

Mujeres                       200

No especificado               5

No nacidos                    12

Sobrevivientes     47  

Familiares   604  

Desplazados     29

TOTAL 1.658

FUENTE: Elaboración propia a partir de Presidencia de la República, Registro único de víctimas y familiares de victi-

mas de graves violaciones a los derechos humanos durante la masacre de El Mozote, 2017

por el operativo militar desplegado en siete lo-
calidades del norte del Departamento de Mo-
razán, que condujo al asesinato de aproxima-
damente un millar de personas, así como por 
la falta de investigación sobre los hechos y de 
sanción a los responsables.41

Los hechos denunciados sucedieron entre 
el 11 y el 13 de diciembre de 1981 cuando la 
Fuerza Armada de El Salvador realizó una serie 
consecutiva de ejecuciones masivas e indiscri-
minadas de civiles en el caserío El Mozote, en 
el cantón La Joya, en los caseríos Ranchería, 
Los Toriles y Jocote Amarillo, así como en el 
cantón Cerro Pando y en una cueva del Cerro 
Ortiz,42 con un alto porcentaje de niños y mu-
jeres, como observamos en el cuadro 3. Estos 
ataques se dieron en el marco de una supuesta 
operación de contrainsurgencia que formaba 
parte de una política de «tierra arrasada» pla-
nificada y ejecutada por el Estado. Los repre-
sentantes de las víctimas solicitaron a la Corte 
que declarara que el Estado era responsable 

por la violación de múltiples derechos, tanto de 
los supervivientes de las masacres, como de los 
familiares de las víctimas. 

Tras años de investigación y con la emisión 
de varios votos particulares, la  Corte dicta-
minó el 25 de octubre de 2012 que el Estado 
salvadoreño era responsable de la violación de 
los derechos a la vida, a la integridad personal y 
a la propiedad privada, reconocidos en el arti-
culado de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos. Además, lo declaró responsa-
ble de «actos de tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes», con especial men-
ción a las mujeres que fueron víctimas de vio-
laciones sexuales en el caserío El Mozote, y de 
haber violado el derecho a la libre circulación 
y residencia mediante los desplazamientos for-
zados tanto dentro de El Salvador, como hacia 
la República de Honduras. Reconocía asimismo 
los derechos de los familiares de las víctimas, 
con especial mención a los niños y niñas hijos 
de las que habían sido ejecutadas. Por último, 
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la sentencia recalcó que el Estado salvadore-
ño había incumplido la obligación de adecuar 
su derecho interno a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, además de instar al 
Estado en una serie de acciones en pro del de-
recho a la verdad, la reparación y las garantías 
de no repetición.43

El recorrido de esta sentencia ha sido escaso 
y sus resultados se han concretado más en me-
didas de reparación que de justicia penal.44 Pero, 
tal y como señala el CEJIL, su impacto es digno 
de ser tenido en cuenta en medio de un con-
texto de total impunidad. Se trata del asesinato 
masivo de mayor envergadura conocido por 
la CIDH y constituye un caso que ejemplifica 
los atroces ataques que la población civil sufrió 
durante el conflicto. Además, la Corte rechazó 
lal ley de amnistía y señaló que esta ley no pue-
de ser obstáculo para investigar los hechos y 
sancionar a sus responsables. En relación a las 
víctimas, las reparaciones dictadas incluyeron 
medidas para mejorar las condiciones de vida 
de los habitantes de las poblaciones afectadas, 
entre las que cabe mencionar la mejora de las 
vías de comunicación, el acceso a la electrici-
dad y el agua, el establecimiento de centros 
de salud y la construcción de una escuela y un 
centro para adultos.45 En el ámbito penal, solo 
destacar que, en virtud de esta sentencia, el 
presidente Nayib Bukele se comprometió 
en un primer momento a dar acceso a los 
archivos militares de la guerra civil relacio-
nados con la masacre de El Mozote, después 
de que el juez Jorge Guzmán, encargado del 
caso en El Salvador le solicitara acceso a los 
archivos de operaciones militares realizados 
entre 1980 y 1982. Sin embargo, aludiendo 
al peligro para la seguridad nacional, nego fi-
nalmente y bloqueo el acceso de la justicia a 
dichos fondos.46

El recurso a la justicia española: el caso Ignacio 
Ellacuría y la aplicación del principio de jurisdicción 
universal 

La escasa eficiencia de este tribunal supra-
nacional y el clima de impunidad observado en 
los órganos judiciales domésticos, ha encon-
trado en la aplicación del Derecho Penal In-
ternacional por las jurisdicciones nacionales al 
amparo del principio de Jurisdicción Universal, 
un mecanismo con resultados relevantes en la 
aplicación de la justicia penal. De esta mane-
ra, se ha posibilitado en España la persecución, 
captura, proceso y juicio contra sujetos res-
ponsables de crímenes contra la humanidad.47

En las últimas décadas, los tribunales españo-
les han sido referente nacional e internacional 
del desarrollo jurisdiccional del principio de Ju-
risdicción Universal. Como señala Soriano Ro-
dríguez, en 1996 el Juzgado Central de Instruc-
ción n.º 5 declaró competente a la jurisdicción 
española para enjuiciar de acuerdo con el Có-
digo Penal Español los delitos cometidos por 
miembros de la Junta Militar argentina durante 
la dictadura entre 1976 y 1983. Poco después 
el Juzgado de Instrucción n.º 6 también decla-
ró competente al juez español Baltasar Garzón 
para juzgar al dictador chileno Augusto Pino-
chet por crímenes de tortura sobre personas, 
algunas de nacionalidad española, un delito de 
derecho internacional que puede ser persegui-
do en cualquier país en virtud de la doctrina 
de Jurisdicción Universal. En el año 2000, los 
tribunales españoles aplicaron también esta 
doctrina en el caso «Guatemala» contra los 
expresidentes guatemaltecos Fernando Ro-
meo Lucas García (1978-1982), Efraín Ríos 
Montt (1982-1983) y Óscar Humberto Mejía 
Victores (1983-1986), por su responsabilidad 
en el genocidio del pueblo maya. En este caso, 
existía una diferencia con respecto a los que 
anteriormente habían gestionado los tribuna-
les españoles y es que no había ningún tipo de 
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nexo (territorial, víctimas o victimario, interés 
nacional) con España. Tras los recursos inter-
puestos con el fin de impugnar la competencia 
de los tribunales españoles, el Tribunal Supre-
mo español estableció que para que los tribu-
nales españoles pudieran perseguir un crimen 
sujeto al Derecho Internacional bajo el princi-
pio de Jurisdicción Universal debería concurrir 
«la existencia de una conexión con un interés 
nacional como elemento legitimador».48

Fueron precisamente las tesis del Tribunal 
Supremo las que forzaron la decisión tomada 
por el parlamento español en 2009. El 25 de 
junio de ese año, el Congreso de los Diputados 
aprobó una enmienda al artículo 23.4 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) que recogía 
el principio de Jurisdicción Universal sin limita-
ciones y estableció ciertos recortes, de manera 
que la justicia española solo podía intervenir 
cuando coincidiese la presencia efectiva del 
responsable del crimen grave de derecho in-
ternacional dentro del territorio español, con 
la inclusión de dos vínculos de conexión, en 
donde se encuentra insoslayablemente la na-
cionalidad española de la víctima (personalidad 
pasiva) y la conexión de los delitos cometidos 
con algún interés español relevante.49

Atendiendo a este criterio, en septiembre 
de 2020 la justicia española condenó a uno de 
los responsables directos del asesinato de Ig-
nacio Ellacuría, en aquellos momentos rector 
de la UCA, y otros cuatro jesuitas españoles. 
Los hechos ocurrieron el 16 de noviembre de 
1989, cuando un comando del Batallón de élite 
Atlacatl, compuesto por alrededor de cuarenta 
soldados a las órdenes del coronel director de 
la Escuela Militar, Guillermo Benavides, ejecuta-
ron a seis jesuitas, además de a una mujer de 41 
años que trabajaba como cocinera de la UCA 
y a su hija de 15 años, que se habían refugiado 
junto a los jesuitas.50 La decisión y orden directa 
de acabar con la vida de Ellacuría y el resto de 
jesuitas fue adoptada y trasmitida por un grupo 

de oficiales de élite pertenecientes al Alto Man-
do de las Fuerzas Armadas salvadoreñas deno-
minado La Tandona. Entre ellos se encontraba 
el coronel Inocente Orlando Montano, quien 
ocupaba entonces el cargo de viceministro de 
Seguridad Pública de El Salvador, desde el que 
había desarrollado una feroz campaña de demo-
nización contra el grupo de jesuitas, acusándo-
lo de subversivo, y contra Ignacio Ellacuría en 
particular, sobre el que se configuró una imagen 
discursiva de «enemigo», señalado a través de 
Radio Coscatlán como «cerebro del FMNL».51

El hecho de que cinco de los seis sacerdo-
tes asesinados fueran españoles, entre ellos el 
ideólogo de la Teoría de la Liberación, es lo que 
permitió que el caso pudiera llegar a la Audien-
cia Nacional española. Así, en noviembre de 
2008 la Asociación Pro Derechos Humanos de 
España (APDHE) y The Center For Justice & 
Accountability (CJA) presentaron una querella 
en el Juzgado Central número 6 de la Audien-
cia Nacional contra Montano y otros catorce 
implicados por delitos de lesa humanidad y te-
rrorismo para tratar de esclarecer y determi-
nar las responsabilidades de los asesinatos de 
Ignacio Ellacuría y resto de jesuitas.52 El magis-
trado Eloy Velasco la admitió a trámite, siguien-
do el principio de  Justicia Universal y, tras su 
transformación en sumario, pudo dictar auto 
de procesamiento el 30 de mayo de 2011. Seis 
años después, en noviembre de 2017, Montano 
fue finalmente extraditado a España por Estados 
Unidos, quedando desde entonces en prisión a 
la espera de la celebración del juicio oral, final-
mente fijado para el 8 de junio de 2020.53

El 11 de septiembre de 2020 la Sección Se-
gunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Na-
cional condenó a Montano a la pena de ciento 
treinta y tres años y tres meses de cárcel, al 
considerársele responsable «por su participa-
ción personal, directa y voluntariamente inten-
cional» en calidad de coautor de cinco delitos 
de asesinato de carácter terrorista,54 ratificado 
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tras el recurso de casación de la defensa el 28 
de enero de 2021.55 Por cada asesinato se le 
condenó a una pena de veintiséis años, ocho 
meses y un día de reclusión mayor. El tribunal 
consideró asimismo a Montano como autor de 
los asesinatos del sexto jesuita, salvadoreño, 
además de la empleada de la UCA y su hija de 
quince años, si bien no pudo condenarle por 
estos hechos porque el tribunal de distrito de 
Carolina del Sur que concedió la extradición 
de Montano redujo su entrega a la responsabi-
lidad por las víctimas de nacionalidad española.

En su interpretación de los hechos, la sen-
tencia señaló que:

Los miembros componentes del Alto Mando de 
las Fuerzas Armadas salvadoreñas, como núcleo 
decisor colegiado, entre los que se encontraba el 
acusado, Montano*, en su calidad de Viceministro 
de Seguridad Pública, al ver amenazada su situa-
ción de poder y de control en los planos militar, 
político, social y económico del país, y dada la 
envergadura y éxito que estaba encontrando la 
ofensiva desarrollada durante la segunda decena 
del mes de noviembre de 1989 por el FLMN, de-
cidieron ejecutar a la persona que de forma más 
intensa y efectiva impulsaba, desarrollaba e inten-
taba llevar a las dos partes en conflicto a la paz, 
a través del diálogo y la negociación [...], y que 
para ello, siguiendo un plan preconcebido, dieron 
la orden directa, personal y ejecutiva al Coronel 
Director de la Escuela Militar, de ejecutar a Igna-
cio Ellacuría*, sin dejar testigos vivos de ello [...] 
conociendo que Alonso no se encontraba solo en 
la Residencia de la Universidad.56

E iba más allá, al apuntar de forma inequívoca 
como máximo responsable a un Alto Mando 
definido como

un grupo, estable y permanente que, desde las 
más altas estructuras del poder en El Salvador, 
compuesto por el propio Presidente de la Repú-
blica, por el Ministro de Defensa, el Viceministro 
de Defensa, el Viceministro de Seguridad Pública, 
cargo este ocupado por Montano, el Jefe del Esta-

do Mayor y el Subjefe de Estado Mayor, trataron 
de cercenar el camino hacía el diálogo y la paz, 
con el único fin de perpetuar sus privilegiadas 
posiciones.57

Por último, se debe destacar la referencia a 
que «el comienzo de la ejecución no se produ-
ce en el momento en que los soldados dispa-
ran a los sacerdotes y a las dos mujeres, sino 
desde el mismo momento en que, días antes, se 
decide la ejecución de Ellacuría» y, en relación a 
ello, al aparato justificativo y propagandístico de 
los victimarios, al señalar que:

cometieron los asesinatos después de intentar 
hacer creer a la opinión pública que tanto Ellacu-
ría como el resto de sacerdotes que trabajaban 
como profesores de la UCA, especialmente Anto-
nio y Benigno,* pertenecían al liderazgo intelectual 
del Frente para la Liberación Nacional Farabundo 
Martí, generando la falsa afirmación de la existen-
cia de un enemigo infiltrado en las estructuras 
de la sociedad, que actuaban como agentes de 
una confabulación socialista-comunista y que te-
nía como fin terminar con los valores aceptados 
como propios y absolutos por quienes detenta-
ban el poder.58

De manera paralela y significativa, los pasos 
seguidos en El Salvador han discurrido por ca-
minos diametralmente opuestos. Como hemos 
señalado, este caso fue incluido en el informe 
de la Comisión de la Verdad, donde se identificó 
como responsables a veinte personas, incluidas 
altas autoridades del Estado. Sin embargo, como 
señala Orduña, las acciones judiciales realizadas 
tras la guerra civil fueron burdas y sin sustento 
legal. Así, en el juicio viciado de origen celebra-
do en 1991 se estableció la responsabilidad del 
director de la Escuela Militar Guillermo Alfredo 
Benavides, del director adjunto Carlos Camilo 
Hernández y otros tres miembros de la institu-
ción. Aunque los dos primeros fueron senten-
ciados a prisión, los otros tres quedaron libres 
e incluso continuaron activos dentro de las 
Fuerzas Armadas. En 1993, tras la ley de amnis-
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tía, ambos oficiales salieron de prisión. Nótese 
además que ningún alto cargo del Estado ni nin-
gún miembro del batallón Atlacatl fue juzgado.59 
Al día siguiente de la extradición de Montano a 
España, en El Salvador se produjo el arresto de 
cuatro militares salvadoreños procesados en la 
causa: Alfredo Benavides Moreno, Ramiro Áva-
los Vargas, Tomás Zárpate Castillo y Ángel Pérez 
Vásquez. Pero a pesar de que en julio de 2016 
la Corte Suprema de Justicia de la República de 
El Salvador había declarado inconstitucional la 
ley nacional de amnistía, un mes después fue de-
negada la extradición a España de estos cuatro 
militares. La Corte Suprema de dicho país de-
cidió que tres de ellos fueran liberados pocos 
días después y que Benavides fuera encarcelado 
para cumplir íntegramente con la pena de trein-
ta años de prisión que la Justicia salvadoreña le 
impuso por los mismos hechos en 1991. Poco 
después, un juzgado de paz reabrió en 2017 la 
causa contra los autores intelectuales del deli-
to. En octubre de 2020 la Sala de lo Penal de su 
Corte Suprema resolvió tres recursos de casación 
a favor de los autores vinculados al crimen, incluido 
el expresidente Alfredo Cristiani, y cerró la causa 
penal contra ellos a pesar de la sentencia de la 
Audiencia Nacional española, una decisión que 
ha recurrido la Fiscalía, que ha pedido la re-
cusación de los magistrados que acordaron el 
archivo de la causa.

Consideraciones finales

El Salvador fue escenario de una larga guerra 
civil caracterizada por el uso de un amplio apa-
rato coercitivo por parte del Estado, que com-
binó los ataques masivos contra la población 
civil con la represión selectiva, en una espiral 
de violencia que ocasionó miles de víctimas. 

La transición política que siguió al final de la 
guerra se realizó siguiendo los parámetros es-
tablecidos por organismos internacionales que 
sirvieron de mediadores o de observadores. En 

las negociaciones siempre se tuvo presente la 
aplicación de los esquemas derivados de la jus-
ticia transicional para conseguir la reconstruc-
ción nacional en el marco de un discurso que 
enfatizó las virtudes de la democracia y el Es-
tado de derecho, buscando fundamentalmente 
facilitar los procesos de paz, promover solucio-
nes duraderas para los conflictos y fomentar la 
reconciliación. Por ello, se insistió en la nece-
sidad de realizar procesos penales contra los 
principales responsables de los crímenes más 
graves, procesos de esclarecimiento de la ver-
dad sobre las violaciones de derechos por par-
te de órganos no judiciales y reformas jurídicas 
e institucionales que debían afectar a la policía, 
la administración de justicia y el ejército.

Así, se creó una Comisión de la Verdad que 
emitió un informe demoledor contra las Fuer-
zas Armadas, tras la realización de una inesti-
mable labor de investigación y recopilación de 
atentados contra los derechos humanos que 
permitieron comprender la naturaleza de los 
crímenes y estimar la proporción de las masa-
cres cometidas. Pero la verdad no siempre es 
sinónimo de justicia; la Comisión llegó a con-
cretar culpabilidades en casi medio centenar 
de casos, pero, aun contando con el carácter 
vinculante de su contenido, las responsabilida-
des quedaron limitadas por las amnistías políti-
cas dictadas tras la paz y el bloqueo del aparato 
judicial. Por ello, a pesar de que en los acuerdos 
de paz suscritos por las partes se reconoció 
la necesidad de reformar el sistema judicial, de 
mejorar la situación de los derechos humanos 
y de afrontar el problema de la impunidad, lo 
cierto es que conforme el conflicto quedó 
atrás y con el único objetivo de escapar a la 
justicia se fueron dictando normas legales que 
ampararon a los culpables. Estas medidas lega-
les fueron elaboradas y aprobadas por aquellas 
organizaciones políticas herederas de la dicta-
dura, pero la voluntad de anularlas fue escasa 
en el partido político que nació del movimien-
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to guerrillero. Así, la democracia también trajo 
consigo la impunidad y la injusticia.

Tampoco resulta difícil comprender que 
otro de los enfoques de la justicia transicional, 
el de las reparaciones de diversas formas (in-
dividuales, colectivas, materiales y simbólicas) 
en caso de violaciones de derechos humanos, 
tampoco haya tenido un recorrido mínima-
mente aceptable. Esto es así hasta el punto de 
que en El Salvador hubo que esperar a enero 
de 2010 para que un presidente de la Repúbli-
ca, Mauricio Funes, pidiera perdón por las gra-
ves violaciones de derechos humanos cometi-
das durante la guerra por agentes del gobierno 
y se anunciara la creación de una comisión 
para la reparación moral y material de las vícti-
mas, que apenas ha tenido resultados en estos 
años.60 En consonancia con esta declaración, se 
creó poco después, el 5 de mayo de 2010, la 
Comisión Nacional de Reparación a las Vícti-
mas de Violaciones a los Derechos Humanos 
ocurridas durante la guerra,61 que debía en-
tregar a Funes la propuesta de un programa 
destinado a saldar tan enorme deuda social. Se 
reunió por primera vez el 16 de julio de 2010 
y poco se ha hecho hasta ahora. Entretanto, las 
Fuerzas Armadas no han abierto sus archivos 
sobre la guerra, ni han retirado honores a mili-
tares señalados como violadores de derechos 
humanos.62  

Así las cosas, el proceso en El Salvador es 
indicativo de que sin justicia ni reparación es 
difícil alcanzar la reconciliación. Esta solo puede 
conseguirse tras completar un ciclo reparador 
integrado por el conocimiento de la verdad y 
la aplicación de la justicia en favor de las vícti-
mas, que incluya la reparación, la rehabilitación 
y medidas de no repetición. Solo al final de ese 
ciclo puede existir el perdón y el reencuen-
tro de la sociedad. En definitiva, una vez más 
se demuestra que no puede existir superación 
del pasado ni reconciliación sin derecho penal. 
Por ello nos encontramos con una sociedad 

fracturada y enfrentada, con bandos que viven 
realidades distintas, y con un Estado democrá-
tico débil que hasta hace poco reproducía en la 
competencia política las fuerzas que se enfren-
taron en la guerra: la burguesía organizada en el 
partido ARENA, de derechas, y el Frente Fara-
bundo Martí, a la izquierda. En este contexto es 
fácil que germine el populismo, vencedor en las 
últimas elecciones presidenciales y legislativas 
celebradas entre 2020 y 2021.

Además, el clima de impunidad sembrado 
por el escaso nivel de imputaciones alienta el 
uso de la violencia. De por sí, una sociedad que 
sale de la guerra tiene como práctica resolver 
sus problemas por la vía violenta, tanto en el 
ámbito familiar, como en el comunitario y na-
cional. La violencia se convierte así en el pro-
ducto lógico de una cultura política que atribu-
ye a su aplicación ventajas sobre otras formas 
de resolución de conflicto, como podrían ser la 
negociación o la aplicación formal de la justicia. 
En la medida en que existan, por otra parte, 
barreras para la aplicación de la justicia como 
las que hemos visto y las instituciones políticas 
permanezcan contrarias al cambio, la espiral 
de violencia aumenta. De ahí que, entre otras 
consecuencias, surjan bandas criminales y en-
frentamientos que ahondan la crisis social y di-
ficultan la consecución de la paz, evidenciando 
algunos de los cabos sueltos de la transición: 
circulación de armas usadas en la guerra, reclu-
tamiento de ex-combatientes, prolongación de 
los vínculos entre las organizaciones clandes-
tinas y los militares, además de otras elites de 
poder y marginados que no logran insertarse 
económica y socialmente en el postconflicto.

En este contexto, la aplicación del principio 
de Jurisdicción Universal se ha convertido en 
el mecanismo alternativo para juzgar a todos 
aquellos individuos acusados de cometer de-
litos graves tipificados en el Derecho Penal 
Internacional perpetrados en territorio salva-
doreño. Así, la aplicación de la justicia para los 
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casos de El Salvador se ha realizado bien desde 
tribunales internacionales, como la Corte In-
teramericana en el caso de las Masacres del 
Mozote, bien desde tribunales nacionales en el 
ejercicio extraterritorial universal de sus com-
petencias, como ha sido el caso de la justicia 
española con la sentencia referida al asesinato 
del jesuita Ignacio Ellacuría. Dos sentencias re-
lativamente recientes, que señalan que la vía in-
ternacional, aun con muchas limitaciones, pue-
de convertirse en el camino más directo para 
poner fin a la impunidad e iniciar la senda del 
progreso basado en la justicia y la reconcilia-
ción.
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